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León, Guanajuato, a 15 quince de febrero del año 2012, dos mil doce. . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 385/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana GUADALUPE EUGENIA TORRES MÁRQUEZ, quien ostenta el carácter de albacea a bienes de la sucesión intestamentaria a bienes del señor Absalón Torres Sánchez, en contra del Director de Comercio y  Consumo de la Dirección General de Economía del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica que ostenta la ciudadana Guadalupe Eugenia Torres Márquez, quien acredita su carácter de albacea, con copias certificadas por la Secretaria del Juzgado de Partido Décimo Primero del Ramo Civil de este Partido Judicial de León, Guanajuato, de la resolución de Declaratoria de Herederos dictada en el expediente número C7/11, relativo al Juicio Especial sobre Sucesión Intestamentaria a bienes de Absalón Torres y/ o Absalón Torres Sánchez. . . .  . . . . 
TERCERO.-  Que  el  actor impugna la negativa de la autoridad demandada  
de empadronar a favor de la sucesión intestamentaria a bienes del señor Absalón Torres Sánchez, para ejercer el comercio en el local número 201 A, del Mercado Municipal denominado Ex estacionamiento Comonfort, cuya existencia se encuentra acreditada en autos de la presente causa administrativa, con el original del Oficio número DGE/DCC/1414/2011, de fecha 19 diecinueve de septiembre del 2011, dos mil once, suscrito por el Director de Comercio y Consumo de la Dirección General de Economía de este Municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 La autoridad demandada aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que la actora no demuestra que es titular de un derecho subjetivo, por ello, no le causa ningún agravio la resolución de la que se duele y debe sobreseerse el proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en merito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, la ciudadana Guadalupe Eugenia Torres Márquez, en su carácter de Albacea de la sucesión a bienes del señor Absalón Torres Sánchez,  a  través del escrito de fecha 07 siete de junio del año 2011, dos mil once, dirigido al Director de Comercio y Consumo, solicitó el empadronamiento para el local número 201 A, del Mercado Municipal denominado Ex estacionamiento Comonfort y en respuesta a esta petición la autoridad demandada emitió el Oficio número DGE/DCC/1414/2011, de fecha 19 diecinueve de septiembre del 2011, dos mil once, mediante el cual le niega el empadronamiento; siendo lo anterior así, resulta evidente que el contenido del acto administrativo impugnado es congruente con la solicitud realizada anteriormente por la actora, quien es la destinataria del referido oficio, por tanto, si el acto combatido se encuentra dirigido a la parte impetrante, luego entonces, ésta como destinataria del oficio tildado de ilegal cuenta con interés jurídico para intentar el presente proceso administrativo. . . . . . . .  . . . . . . . . 

De esta manera, la  negativa del empadronamiento que le hace la autoridad 
demandada a la parte justiciable hace que surja a favor de ésta última un derecho subjetivo de carácter administrativo y la deja en aptitud de reclamar ante este Órgano de Control la ilegalidad del acto combatido y en su caso obtener su nulidad; no obstante lo anterior, la existencia a la afectación o no del interés jurídico de la justiciable se analizará en el considerando siguiente. . . . . . .  . . . . . . . 

Ante la inoperancia de esta causal de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio del concepto de impugnación que aduce la parte actora en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que en el primer concepto de impugnación del escrito de demanda, se aduce en esencia que el acto impugnado viola lo dispuesto en los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 137, fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, que establece que los actos administrativos deben estar debidamente fundados y motivados; en este caso el acto impugnado carece de motivación y fundamentación, ya que la autoridad demandada hace caso omiso al oficio número TE/DGRMYSG/IN-1680/1210, dirigido por la Dirección General de Recursos materiales y Servicios Generales a la autoridad demandada, en el cual solicito el empadronamiento de 5 locales, entre ellos, el del señor Absalón Torres Sánchez; sigue manifestando, en el segundo concepto de impugnación que es erróneo, que su petición consistió en solicitar la transmisión de la propiedad del local de referencia, en virtud de que solicitó el empadronamiento relacionado con los derechos de uso y que el título concesión o el contrato de arrendamiento sobre bienes de dominio público pueden válidamente ser objeto de cesión de derechos o traspasos, cuando esta contemplado en la regulación correspondiente, por ser facultad de la autoridad demandada, conforme lo establece el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, en su artículo 146 fracción VII y lo transcribe. Mientras que la autoridad demandada centra la contestación de la demanda en el argumento de que al Juzgado Administrativo Municipal no le corresponde estudiar agravios de Constitucionalidad, si no sólo de legalidad y en cuanto a la inoperancia de los conceptos de impugnación, en virtud de que no existen agravios tendentes a demostrar la invalidez del acto impugnado, ya que no se viola en su perjuicio el artículo 16 Constitucional y el agravio en ningún momento se actualiza, ya que no le asiste ningún derecho propio, ni hereditario sobre el local identificado con el número 201 A del Mercado Municipal denominado Ex Estacionamiento Comonfort, pues no se demuestra que el De Cujus haya tenido algún derecho sobre el inmueble referido; y, que la resolución combatida se encuentra debidamente fundada y motivada, precisándose que se funda en el artículo 145 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, que especifica las atribuciones de la autoridad demandada, concatenado con el artículo 54 del Reglamento de Mercados Públicos y Uso de la Vía Pública para el Ejercicio Comercial en el Municipio de León, Guanajuato, el cual encuentra su sustento en los artículos 115, fracción III, inciso d), Constitucional, 117 fracción III, de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 141 fracción IV, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, los que establecen que el funcionamiento de los mercados públicos constituyen un servicio público, por lo expuesto el oficio impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado. .  . . . 
Concepto de impugnación que resulta INFUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se precisa que estos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica expresada en los mismos, tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Y, en segundo lugar, no le asiste la razón a la autoridad demandada respecto al argumento de que el Juez Administrativo no debe estudiar agravios de Constitucionalidad, en virtud de que el Órgano de Control de Legalidad, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, tiene la facultad de analizar los actos apoyados en Reglamentos, Decretos, Circulares y demás Disposiciones de Carácter General y en su caso determinar si contravienen o no las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, y de las Leyes que de una y otra emanen. No obstante lo anterior, el principio de legalidad se contempla a favor de los administrados en el artículo 137 fracción VIII, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que la autoridad demandada solo puede hacer lo que los Ordenamientos Jurídicos le permiten, por lo que su función debe sustentarse en normas jurídicas, en otras palabras se encuentra obligada a fundar y motivar sus actos, por tal motivo quien juzga estudiará los conceptos de impugnación desde el punto de vista de su legalidad, ya que realizando un minucioso análisis de los conceptos de impugnación expresados en la demanda que nos ocupa, se concluye que la parte actora en la demanda, conforme a la técnica jurídica si expresa conceptos de impugnación, puesto que expone razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a desvirtuar la legalidad de la resolución impugnada; pues, a pesar de que indica el artículo 16 Constitucional, como precepto violado en su perjuicio, expresa las razones del por qué se da la vulneración en su perjuicio del artículo 137, fracción VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tal motivo de la argumentación vertida se desprende de manera muy clara la causa de pedir, puesto que podemos deducir el por qué se viola el artículo invocado, por ello, en el escrito de demanda si se expresan conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Aclarado lo anterior, es menester señalar que el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, impone a las autoridades Municipales la obligación de fundar y motivar sus actos. Y, por fundar un acto administrativo se entiende que la autoridad tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le sirve de apoyo para elaborar el acta de infracción impugnada; mientras, que por motivar un acto administrativo se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tiene la autoridad para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal que aplica. . . . . . . . . . 
Ahora bien, realizando un minucioso análisis del Oficio número DGE/DCC/1414/2011, de fecha 19 diecinueve de septiembre del 2011, dos mil once, suscrito por la autoridad demandada, se concluye que la negativa del empadronamiento se encuentra insuficientemente fundada; pues, si bien es cierto, que el acto administrativo se apoya en artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 143, 158, 159, 160, 162, 163, 164 y 173 del Reglamento de Mercados Públicos y Uso de la Vía Pública para el Ejercicio de la Actividad Comercial en el Municipio de León, Guanajuato, empero también es verdad, que gran parte de estos numerales no son aplicables a la negativa del empadronamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por un lado, los preceptos legales no aplicables son los siguientes: el artículo 1° fija el objeto del referido Reglamento; el artículo 2 establece los sujetos obligados en materia de comercio en Mercado Públicos y Tianguis; el artículo 4 indica los tipos de comercio; el artículo 5 señala las personas que tienen impedimento para obtener concesiones y permisos; el artículo 6 establece una obligación de la Dirección de Comercio y Consumo; el artículo 7, establece atribuciones de la demandada para  negar permisos; el artículo 8 menciona la prohibición de comercializar determinados productos; el artículo 13  determina un catalogo de derechos de los comerciantes fijos, semi-fijos y ambulantes; el artículo 14 fija un catalogo de derechos adicionales de los comerciantes fijos y semi-fijos;  el artículo 16 establece una serie de prohibiciones para los comerciantes fijos, semi-fijos, tianguistas y ambulantes; el artículo 17 indica otras prohibiciones adicionales para comerciantes fijos y semi-fijos; el artículo 18 estipula los derechos, obligaciones y prohibiciones para los tianguistas; el artículo 19 regula los requisitos que deberá contener la credencial de identificación; los artículos 20, 21 y 22 reglamentan aspectos de la credencial de identificación que deberán portar los comerciantes; el artículo 23 establece a favor de los concesionarios la facultad de designar a una persona como suplente, para que ejerza en su lugar el comercio; los artículos 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63 y 64 Reglamentan aspectos generales del servicio público de mercados; los artículos 65, 66, 68, 69, 70, 71, 72 y 73, regulan aspectos generales de las concesiones del servicio público de mercados; el artículo 143 establece los lugares en donde se prohíbe el comercio semi-fijo; los artículos 158, 159, 160, 162, 163 y 164 Reglamenta los formalidades de los visitas de inspección en materia de  comercio; y, el artículo 173 define que se entiende por faltas administrativas y establece las sanciones. Como se desprende de lo expuesto, en ninguno de estos numerales se establece alguna causa de negativa del empadronamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otro lado, en el acto impugnado se aplican los artículos 3, 12 y 67 del Reglamento de Mercados Públicos y Uso de la Vía Pública para el Ejercicio de la Actividad Comercial en el Municipio de León, Guanajuato, pero es el caso, que  dichos preceptos contienen diversas fracciones y no se expresa cuál de ellas es la aplicable al caso de la parte actora, pues, el artículo 3 contiene 23 veintitrés fracciones, estableciendo distintas definiciones; el artículo 12 en 25 veinticinco fracciones contempla las facultades de la autoridad demandada. En consecuencia, la omisión de señalar la fracción o fracciones que resultan aplicables al caso de la parte actora constituye una insuficiente fundamentación del acto impugnado, además, ninguno de los artículos invocados como fundamento legal establecen la o las hipótesis jurídicas en las que procede la negativa del empadronamiento solicitado por la parte justiciable, pues la autoridad demandada esta constreñida a indicar en el cuerpo del referido oficio, el artículo y la fracción que establece la causa de la negación combatida, por tal virtud el acto tildado de ilegal se encuentra insuficientemente fundado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por  consiguiente, el oficio impugnado  combatido carece de  motivación, ya 
que la autoridad omite señalar en forma pormenorizada el por qué en el caso que nos ocupa, se ha actualizado la o las causas que originan la negativa del empadronamiento, en otras palabras, se dejaron de expresar de manera pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tuvo la autoridad demandada para no otorgar el empadronamiento para el ejercicio de actividades comerciales en el local número 201 A del Mercado Municipal denominado Ex Estacionamiento Comonfort, ubicado en la Zona Centro de esta ciudad, además, tampoco da explicación alguna del por qué los preceptos legales invocados como fundamento legal de esa negativa, resultan aplicables a la parte actora, dado que la autoridad en el cuerpo del oficio combatido jamás indica la fecha en la cual el ciudadano Carlos Velazco Rocha, llamado al presente proceso administrativo como tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor, empezó a ejercer el comercio en el referido local, pues a pesar de que expresa que el tercero ha cumplido con las obligaciones que rigen el contrato de arrendamiento, omite señalar la fecha de firma, el plazo y las condiciones bajo las cuales fue celebrado ese acto contractual, circunstancias que hacen obscuro el origen de su posesión, da ahí, que es indispensable que la parte impetrante conozca dichos datos, a fin de que no se le deje en estado de indefensión; amén de que no se mencionan en forma detallada las razones particulares o causas inmediatas del por qué constituye un requisito que se trabaje o ejerza el comercio en el local comercial que nos ocupa, dado que no se menciona que tiempo o plazo debe dejarse de explotar de manera personal o por interpósita persona para que sea causa de negación del empadronamiento, ni mucho menos se exterioriza el tiempo que el ciudadano Carlos Velazco Rocha tiene ejerciendo el comercio en el multireferido local, por tal  virtud, en la especie, el acto impugnado carece de motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
En consecuencia, el acto impugnado, es ilegal, por insuficiente  fundamentación y carencia de motivación, por lo manifestado en los párrafos que anteceden, por lo que no cumple con el elemento de validez exigido por el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 302 del mismo ordenamiento Legal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por los Tribunales Colegiados de Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Octava Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2ºJ/248, visible a página 43 bajo el siguiente rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, la falta de fundamentación y motivación, constituyen vicios que causan perjuicios de manera directa e inmediata en la esfera de derechos de la parte actora, por ende, se vulneran en su perjuicio los artículos 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo anterior y conforme a lo estipulado por el artículo 300, fracción III, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la NULIDAD del oficio número DGE/DCC/1414/2011, de fecha 19 diecinueve de septiembre del 2011, dos mil once, suscrito por el Director de Comercio y Consumo adscrito a la Dirección General de Economía de este Municipio, a través del cual se niega el empadronamiento; nulidad que se declara para el efecto de que la referida autoridad subsane los vicios formales indicados y emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado conforme a lo señalado en este considerando. .  . 

SEXTO.- Que la procedencia de la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto combatido y es innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario  de  garantías  la  protección y el  amparo  de la justicia  federal,  resulta  innecesario  el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . 

Conforme a lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción III y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio número DGE/DCC/1414/2011, de fecha 19 diecinueve de septiembre del 2011, dos mil once, suscrito por el Director de Comercio y Consumo adscrito a la Dirección General de Economía de este Municipio, a través del cual se niega el empadronamiento; para el efecto de que la referida autoridad subsane los vicios formales indicados y emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado, por las razones lógicas y  jurídicas expuestas en el quinto considerando de esta sentencia.  

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 5 cinco tantos el Licenciado ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada MA. TERESA ALFEREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 15 DE FEBRERO DEL 2012, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 385/2011-JN.
